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Resumen: La exposición desigual ante los impactos de los fenómenos meteorológi-
cos adversos de las diferentes regiones y grupos socioeconómicos agravan las vul-
nerabilidades preexistentes. Las mujeres, los migrantes climáticos, los menores, las 
personas de edad avanzada, con discapacidad o un estado de salud frágil, desemplea-
das o socialmente marginadas pueden tener limitaciones a la hora de responder a las 
amenazas. 

1	 El presente estudio se enmarca en el Proyecto de investigación titulado «Hacia una transición eco-
lógica justa: los empleos verdes como estrategia frente a la despoblación» (TED 2021-129526B-
I00), financiado por el Ministerio de Ciencia e Innovación. N.º Proyecto: UXXI2022/00217.
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La complejidad inherente a una transición justa hacia modelos económicos y sociales 
ambientalmente sostenibles se intensifica ante la convergencia de diversos factores 
estructurales, como los rápidos avances tecnológicos, las transformaciones demográ-
ficas, los flujos migratorios y la persistente prevalencia del empleo informal. La crea-
ción de oportunidades de trabajo decente requiere de programas de apoyo, incentivos, 
marcos normativos claros y un diálogo social efectivo. Los modelos de gobernanza 
empresarial deben tener en cuenta la diligencia debida en cuestiones medioambienta-
les, promover la igualdad de género, la inclusión social y la equidad. Igualmente, resulta 
imprescindible contar con medidas específicas de seguridad y salud en el trabajo para 
los afectados por los riesgos climáticos. 

Palabras clave: Impacto desigual, trabajo decente, transición justa, empleos verdes 
colectivos vulnerables, seguridad y salud. 

Abstract: Unequal exposure to the impacts of adverse weather events across regions 
and socio-economic groups exacerbates pre-existing vulnerabilities. Women, climate 
migrants, children, the elderly, those with disabilities or fragile health, the unemployed or 
socially marginalised may be limited in their ability to respond to hazards. 

The complexity inherent in a just transition to environmentally sustainable economic and 
social models is intensified by the convergence of various structural factors, such as 
rapid technological advances, demographic transformations, migration flows and the 
persistent prevalence of informal employment. The creation of decent work opportunities 
requires supportive programmes, incentives, clear regulatory frameworks and effective 
social dialogue. Corporate governance models must take into account environmental 
due diligence, promote gender equality, social inclusion and equity. Specific occupational 
health and safety measures for those affected by climate risks are also essential.

Keywords: Unequal impact, decent work, just transition, green jobs, vulnerable groups, 
safety and health.

I. El impacto desigual del cambio climático
La transición verde, alejada de modelos de producción y consumo nocivos para el medioam-

biente, supone un cambio de paradigma para los estados del bienestar, habida cuenta de la 
necesidad de una gobernanza eficaz, la introducción de cambios para aliviar la presión fiscal 
y la adopción de enfoques innovadores para salvaguardar la igualdad y la justicia social2. La 
transición a una economía con bajas emisiones de carbono requiere una disminución pro-
gresiva de la dependencia de los combustibles fósiles mediante tecnologías más limpias y 
sostenibles, así como la redefinición de modelos industriales y cadenas de valor en múltiples 
sectores. De este modo, es previsible que la reestructuración conlleve pérdidas de empleo 
tradicionalmente asociado a la extracción y uso intensivo de recursos como el gas, el carbón 
o el petróleo. 

2	 Barrio, Alberto y Martínez Romera, Beatriz «Integración de objetivos sociales y medioambienta-
les en las políticas de transición justa», en Noticias Cielo, núm. 9, 2024, págs. 1 y 2.
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La ecologización de la economía ofrece numerosas oportunidades para alcanzar objeti-
vos sociales, pues debe actuar como un motor de crecimiento y una fuente de creación de 
empleos decentes y verdes. La promoción de los empleos verdes, tanto en los sectores tra-
dicionales como en los emergentes, fomentará una economía competitiva, con bajas emisio-
nes de carbono y ambientalmente sostenible. La adopción de prácticas más eficientes desde 
el punto de vista de la energía y de los recursos, junto con la prevención de la contaminación 
y una gestión sostenible del entorno conduce a la innovación, potencia la resiliencia y genera 
ahorro, lo que atrae inversiones y activa el empleo.

Ahora bien, la creación y la destrucción de puestos de trabajo afectarán a las mujeres y a 
los hombres de una manera diferente y, en lugar de reducir las desigualdades existentes entre 
colectivos vulnerables, el proceso de descarbonización podría reproducirlas y reforzarlas. 

El cambio climático intensificará la frecuencia y la gravedad de fenómenos meteorológi-
cos extremos —como sequías prolongadas, olas de calor sin precedentes, lluvias torrencia-
les, e incendios forestales, bosques diezmados por plagas, etc.—, con impactos significativos 
en los medios de vida de las poblaciones afectadas. Estas condiciones adversas podrían 
desencadenar: desplazamientos forzados (dando lugar a migraciones climáticas), pérdidas 
humanas y económicas, contaminación, inseguridad alimentaria o efectos perjudiciales en la 
seguridad y en la salud. La pandemia provocada por el COVID-19 ofrece buena muestra del 
peligro de una preparación insuficiente para la salud y bienestar socioeconómico. 

El Índice de Riesgo Climático (IRC) analiza cómo los eventos atmosféricos de tal magnitud 
afectan a los países, evaluando las consecuencias en cada contexto nacional. Entre 1993 y 
2022 hubo más de 765.000 víctimas mortales y se estiman costes económicos de 3.585,25 
millones de euros como resultado directo de 9.400 fenómenos meteorológicos extremos3. 

Los estudios evidencian que el cambio climático incrementa el riesgo, tanto en los países 
expuestos a eventos extremos poco frecuentes, como en aquellos que enfrentan los peli-
gros de forma recurrente. Los acontecimientos de aparición lenta, como la desertificación, 
la degradación de suelos y ecosistemas, la acidificación de los océanos o el ascenso del 
nivel del mar, también son destructivos a largo plazo4. Al mismo tiempo, el cambio climático 
contribuye a transformar episodios inusuales en amenazas persistentes, mientras la falta de 
acción en materia de mitigación se traduce en un elevado nivel de impacto, incluso en los 
países con mayores recursos. 

II. El marco para la transición verde 
Los empleos verdes contribuyen de manera directa al ODS 8 sobre trabajo decente, en 

particular a mejorar progresivamente la producción y el consumo eficientes de los recursos 
mundiales y, asimismo, procura desvincular el crecimiento económico de la degradación del 

3	 Adil, Lina; Eckstein, David; Künzel, Vera y Schäfer, Laura «Climate Risk Index 2025», Ger-
manwatch, 2025, pág. 11. 

4	 Comisión Europea «Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité 
Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones. Forjar una Europa resiliente al cambio 
climático. La nueva estrategia de adaptación al cambio climático de la UE», Bruselas, 2021, pág. 1.
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medioambiente. Por su parte, el ODS 9 sobre industria, innovación e infraestructura, pretende: 
reconvertir la producción para que sea sostenible, usar los recursos con eficacia y promover 
procesos limpios y ambientalmente racionales. 

La Resolución relativa a una transición justa hacia economías y sociedades ambiental-
mente sostenibles para todos de la OIT resalta la importancia de adoptar medidas destinadas 
a lograr el trabajo decente, la justicia social y la erradicación de la pobreza5. No en vano, la 
inacción ante el cambio climático afecta negativamente a la biodiversidad y al bienestar de 
las personas y exacerba diversas formas de desigualdad y exclusión. 

La compleja interrelación entre el cambio climático, el trabajo decente y el desarrollo sos-
tenible se ve acentuada por el imparable progreso tecnológico, los cambios demográficos, 
los desplazamientos y las migraciones. Las políticas y medidas en la lucha contra la degra-
dación del medioambiente deben afrontar las eventuales reestructuraciones, los déficits de 
trabajo decente y los desajustes sectoriales y formativos.

Igualmente, las Directrices de política para una transición justa hacia economías y socie-
dades ambientalmente sostenibles para todos de la OIT establecen cuatro pilares para la con-
secución del trabajo decente: el diálogo social, la protección social, los derechos laborales y 
el empleo6. Si bien cada país cuenta con diferentes enfoques e instrumentos, en función de 
las circunstancias nacionales, el desarrollo sostenible exige abordar conjuntamente sus tres 
dimensiones (económica, social y ambiental). 

El Pacto Verde Europeo, concebido como la maniobra de crecimiento sostenible de la 
Unión Europea, parte del reconocimiento de que la transición ecológica representa una opor-
tunidad estratégica, mientras la inacción conlleva un coste desorbitado. Establecido en 2019, 
dispone un paquete de iniciativas políticas, a fin de alcanzar la neutralidad climática para 
2050. Un loable propósito integrado en su política presupuestaria, pues el Marco Financiero 
Plurianual 2021-2027 destina al menos el 30 % de sus recursos a la acción climática y, el 
Plan de Recuperación de la Unión Europea señala que el 30 % del presupuesto europeo y de 
los recursos del NextGenerationEU se destinará a la lucha contra el cambio climático. Entre 
las iniciativas de la UE, procede destacar: el Paquete 2020 de Energía y Cambio Climático, el 
Marco de Energía y Clima a 2030 y la Estrategia Europea de Adaptación al Cambio Climático.

La Ley Europea del Clima afianza el objetivo intermedio de reducir las emisiones netas 
de gases de efecto invernadero (GEI), en todos los sectores de la economía y a nivel interno, 
en un 55 % como mínimo para 2030 con respecto a los niveles de 1990. Además, la norma 
contempla la creación del Consejo Científico Consultivo Europeo sobre cambio climático, un 
órgano independiente en el seno de la Agencia Europea de Medio Ambiente. Este Consejo 
tiene como misión proporcionar asesoramiento científico autónomo y riguroso, así como ela-
borar informes técnicos sobre las políticas climáticas adoptadas y su coherencia con los 
compromisos asumidos en el marco del Acuerdo de París. 

5	 OIT «Resolución relativa a una transición justa hacia economías y sociedades ambientalmente 
sostenibles para todos», Conferencia Internacional del Trabajo, Ginebra, 2023, pág. 2. 

6	 OIT «Directrices de política para una transición justa hacia economías y sociedades ambiental-
mente sostenibles para todos», Conferencia Internacional del Trabajo, Ginebra, 2015, pág. 4. 
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Posteriormente, la Comisión presentó una comunicación y una evaluación de impacto 
detallada, en aras a lograr una disminución neta de las emisiones de GEI del 90 % (de nuevo 
en comparación a 1990) para 20407. La Unión Europea aspira a mantener su posición de lide-
razgo en la expansión de la fabricación de tecnologías limpias, en el crecimiento económico 
y la generación de empleo asociadas a la transición verde. En julio de 2025, la Comisión pro-
puso una modificación de la Ley Europea del Clima, para incorporar formalmente el objetivo 
de reducción del 90 % de las emisiones netas de GEI. Dicha propuesta ha sido remitida al 
Parlamento Europeo y al Consejo para su tramitación en el marco del procedimiento legisla-
tivo ordinario. 

A nivel interno, las actuaciones contempladas en la Ley 7/2021, de 20 de mayo, de cambio 
climático y transición energética, se rigen por los principios reconocidos en la Convención 
Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, el Acuerdo de París, la Agenda 
2030 para el Desarrollo Sostenible y la normativa de la Unión Europea. El cambio hacia un 
modelo productivo más ecológico y socialmente beneficioso se alcanzará impulsando la 
transformación sostenible de las empresas, las metodologías de trabajo y del mercado labo-
ral en su conjunto. La economía descarbonizada requiere también de iniciativas tendentes a 
facilitar una transición justa para los colectivos y áreas geográficas más vulnerables, según 
reconoce el Preámbulo de la norma. 

El segundo Plan Nacional de Adaptación al Cambio Climático (PNACC) 2021-2030, cons-
tituye una herramienta fundamental hacia la reconstrucción verde de España, cuyo principal 
objetivo es promover una acción coordinada y coherente, desde múltiples ámbitos, con la 
participación de diversos actores y a través de distintas escalas territoriales, ante los riesgos 
y amenazas que presenta la emergencia climática para la sociedad. Dicho instrumento de 
planificación básico aboga por contar con las mujeres en los niveles de responsabilidad y 
toma de decisión, en el proceso de cambio, hacia un modelo de desarrollo neutro en emisio-
nes. El tratamiento de la vulnerabilidad social y territorial y la incorporación de la perspectiva 
de género, para conseguir una sociedad más justa e inclusiva, destacan como dos de los 
aspectos transversales del plan. 

La desigualdad económica, las brechas en el acceso a los servicios y a la protección 
social, así como las dinámicas de despoblación en numerosos territorios son factores capa-
ces de debilitar la resiliencia social. Los análisis de riesgos evaluarán, desde una perspectiva 
espacial, las zonas expuestas a mayores niveles de peligro, siempre y cuando la variabilidad 
geográfica y los datos disponibles lo permitan. A la par, los impactos reales y potenciales del 
cambio climático no afectan por igual a todos los grupos humanos, sino que generan efectos 
diferenciados en función del grado de vulnerabilidad, determinado por variables sociodemo-
gráficas como la edad, el sexo, el nivel educativo, los ingresos, las condiciones laborales o el 
crecimiento y declive poblacional. Por ello, tanto los componentes sociales de la exposición y 
vulnerabilidad como la distribución geográfica deberán ser tenidos en cuenta en la definición 
de iniciativas de adaptación. 

7	 Comisión Europea «Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité 
Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones. Asegurar nuestro futuro: el objetivo cli-
mático de Europa para 2040 y el camino hacia la neutralidad climática de aquí a 2050 mediante la 
construcción de una sociedad sostenible, justa y próspera», Estrasburgo, 2024, pág. 31. 

67
Revista Justicia & Trabajo, n.º extraordinario, julio 2025
ISSN: 2952-1955

Ana Castro Franco Colectivos vulnerables al cambio climático y la 
implementacion de la transición justa



El concepto de justicia distributiva guarda relación con el reparto de los beneficios y las 
cargas derivadas de la adaptación entre los distintos grupos sociales; mientras la noción de 
justicia procedimental hace referencia a la toma de decisiones y a quienes participan en el 
proceso8.

III. ¿La transición verde genera 
automáticamente trabajo decente?

Los empleos verdes no garantizan automáticamente trabajo decente, dado que su contri-
bución al crecimiento económico limpio, al desarrollo y a la reducción de la pobreza depen-
derá de la calidad de los mismos. A menudo, ciertas actividades catalogadas como «verdes» 
resultan no ser ambientalmente sostenibles, si se analiza el proceso en su totalidad. Por 
ejemplo, los agrocombustibles contribuyen a la reducción de la emisión de gases de efecto 
invernadero, pero también pueden ocasionar problemas para la biodiversidad, degradación 
de suelos y recursos hídricos, además de afectar negativamente a los mercados agrícolas y 
las economías y culturas locales9. 

El camino hacia una economía verde puede dar lugar a nuevos yacimientos de empleo 
(diseño, fabricación y mantenimiento de nuevos materiales, métodos o sistemas para el con-
trol de las emisiones y creación se soluciones tecnológicas), la sustitución de algunas fuen-
tes de trabajo por otras (como el paso de los combustibles fósiles a las energías renovables), 
la desaparición de algunas actividades (prohibición o eliminación de algunos productos) y la 
redefinición de muchos trabajos (aptitudes específicas, así como cambios en los métodos de 
trabajo y perfiles profesionales). 

En función del tipo de trabajo y la relación entre su grado de impacto ambiental y el tra-
bajo decente se habla de empleo ni verde ni decente (minería del carbón sin una adecuada 
prevención de riesgos); empleo verde, pero no decente (como los instaladores de energías 
renovables con bajos ingresos o los trabajadores agrícolas sin acceso a Seguridad Social o 
con contratos precarios); empleo decente, pero no verde (compañías petroleras con buenas 
condiciones laborales); y empleo verde y decente (trabajadores con derechos laborales y sin-
dicales en parques eólicos). 

El Gobierno, las organizaciones sindicales y las asociaciones empresariales más represen-
tativas alcanzaron un acuerdo, el 3 de julio de 2020, para reactivar las mesas de diálogo social 
e incorporar medidas tendentes a la creación de empleo tras la emergencia sanitaria causada 
por el COVID-19. El pacto incide en la necesidad de sentar las bases de un crecimiento eco-
nómico más sostenible e inclusivo, apoyado en la economía verde y la transición ecológica 
justa, en la digitalización, la reindustrialización y el desarrollo de sectores estratégicos. La 

8	 OECC «Documento de trabajo PNACC 01/2024. Integración de factores sociales en la adaptación 
al cambio climático», Documentos de trabajo del Plan Nacional de Adaptación al Cambio Climáti-
co, 2024, pág. 2.

9	 OIT «Estrategias territoriales innovadoras para empleos más verdes. Iniciativas latinoamericanas y 
europeas en busca de una mayor cohesión social», Centro Internacional de Formación de la Orga-
nización Internacional del Trabajo, 2010, págs. 5-7. 
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creación de empleo de calidad requiere reforzar financieramente a las empresas y estimular 
la transición verde y la economía circular, apostando por la colaboración público-privada y 
la inversión en la industria, la agricultura y los servicios competitivos, con el propósito de no 
dejar a nadie atrás. 

La perspectiva sociolaboral está reconocida en la Estrategia de Transición Justa e incluye 
entre sus contenidos la «identificación de colectivos, sectores, empresas y territorios poten-
cialmente vulnerables al proceso de transición a una economía baja en emisiones de car-
bono», ex art. 27 de la Ley 7/2021. La protección del entorno a través del cuidado de los recur-
sos, finitos y limitados, se enmarca en un proceso más amplio ligado al avance de la robótica 
y la Inteligencia Artificial. El progreso tecnológico en la generación de energía con fuentes 
renovables es muy acelerado y ha permitido hacer factibles escenarios de descarbonización 
hasta hace poco tiempo inviables. En este marco, se suscribirán convenios de transición 
justa, al objeto de fomentar la actividad económica y su modernización, así como la emplea-
bilidad de trabajadores vulnerables y colectivos en riesgo de exclusión, en particular, en casos 
de cierre o reconversión de instalaciones. 

A su vez, el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia busca favorecer la reorien-
tación profesional de los trabajadores excedentes del carbón, las personas desempleadas 
por el cierre de centrales térmicas de carbón, la población residente en las zonas de transi-
ción justa y otros colectivos, hacia nuevas áreas laborales en el ámbito de las energías reno-
vables y la protección medioambiental. El componente 10 alude a la incorporación progresiva 
de energías limpias, procurando minimizar las consecuencias sociales y económicas a través 
de pactos o convenios para la transición justa, destinados al aprovechamiento sostenible de 
los recursos endógenos del territorio10.

La sustitución de fuentes de energía contaminantes por otras renovables puede generar 
impactos significativos sobre actividades económicas localizadas en determinadas zonas o 
regiones, donde representan empleos con un relevante efecto tractor. Este cambio no está 
exento de acarrear consecuencias demográficas negativas, como el declive poblacional en 
áreas donde se concentra la actividad extractiva. 

En efecto, la reestructuración verde repercute en el empleo, directo e indirecto, tanto a nivel 
sectorial como a nivel geográfico, particularmente en las zonas dependientes de sectores 
contaminantes. El sector de la energía convencional ha experimentado una pérdida sostenida 
de empleo durante las últimas décadas, debido tanto a incrementos en la productividad como 
a extinciones motivadas por la pérdida de competitividad a nivel global. La pérdida de oportu-
nidades de empleo conlleva el desplazamiento de población, si bien el mayor problema de la 
transición energética no es la disminución del número total de puestos de trabajo. 

De hecho, bien gestionada, la transición energética genera un aumento neto en el empleo 
y debe alinearse con otros procesos ampliamente aceptados por buena parte de las empre-
sas como: la economía circular, la economía colaborativa o la innovación social. El análisis 
macroeconómico del Plan Nacional Integrado de Energía Clima 2021-2030 arroja proyeccio-
nes de gran oportunidad para el país. 

10	 Álvarez Cuesta, Henar «La transición justa en la Ley de Cambio Climático», en Noticias Cielo, núm. 
9, 2021, pág. 4. 
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Por lo tanto, el principal escollo no parece estar relacionado con el agregado de los empleos, 
sino con la concentración de actividades contaminantes en algunas áreas que requieren de 
medidas de acompañamiento. El diseño de políticas y medidas orientadas a fijar objetivos 
ecológicos debe considerar cuidadosamente sus impactos socioeconómicos, con el fin de 
maximizar los beneficios y reducir al mínimo los efectos adversos. No en vano, las pérdidas 
y ganancias de empleo no se producen en los mismos lugares, ni en los mismos sectores. 
La transición ecológica ha impactado fundamentalmente en las industrias de combustibles 
fósiles y energías contaminantes, abocadas a su transformación o desaparición; mientras, en 
otros sectores, requiere de cambios de menor entidad o simples ajustes. 

El cierre de las centrales térmicas de carbón y nucleares podría reducir la actividad eco-
nómica y consecuentemente el empleo, inducido e indirecto, en las zonas afectadas, si no 
se toman medidas de anticipación y mitigación. A título de ejemplo, el cierre de las minas a 
finales de 2018 ha tenido un efecto directo en zonas como León o Asturias. 

Tanto a medio como a largo plazo, el acompañamiento resulta más sencillo de planificar, 
y permite adoptar soluciones efectivas para la creación de oportunidades aparejadas a la 
transición. En cambio, si esta acción no se ha previsto, a corto plazo obligará a implementar 
medidas de carácter urgente. 

El coste para el empleo será menor si se han establecido planes de transición laboral justa 
y se introducen reformas en el ordenamiento, en aras a favorecer la flexibilidad de las empre-
sas y proteger y preparar a los trabajadores en el proceso11. El Real Decreto-Ley 32/2021, de 
28 de diciembre, de medidas urgentes para la reforma laboral, la garantía de la estabilidad en 
el empleo y la transformación del mercado de trabajo contempla los procesos de transición 
verde y digital. Ahora bien, parece relegar a un segundo plano a la transformación ecológica, 
frente a las reiteradas referencias expresas al cambio tecnológico. 

En paralelo, se ha de tener en cuenta que, debido a la integración de múltiples tecnologías 
en las empresas eléctricas, habrá entidades forzadas a cerrar sus instalaciones, pero las 
que inicien su actividad pueden facilitar la recolocación de la plantilla. Si bien este hecho 
consigue evitar el desempleo de algunos trabajadores, ello no evita las repercusiones sobre 
municipios y comarcas, pues la recolocación se produce, en no pocas ocasiones, en empla-
zamientos diferentes. Por ello, es necesario prever el impacto demográfico tanto en las zonas 
de origen como en las de destino, tratando de compensar la pérdida de capital humano en 
los territorios afectados por cierres y promoviendo la recolocación hacia áreas en proceso 
de despoblación.

Resulta fundamental la puesta en marcha de estrategias formativas, a partir de una evalua-
ción previa de las demandas del mercado laboral, así como la revisión y armonización de los 
perfiles laborales y la capacitación, a fin de allanar tanto el tránsito de los trabajadores entre 
sectores de producción como los procesos de reconversión. 

La fase de desmantelamiento de las centrales demanda contar con empleados altamente 
cualificados, lo que supone hacer una previsión de los planes formativos profesionales nece-
sarios para impedir cuellos de botella en el proceso. Sin duda, la formación de las personas 

11	 Miñarro Yanini, Margarita «Instrumentos laborales de flexibilidad interna al servicio (también) de 
la transición ecológica justa», en Noticias Cielo, núm. 2, 2023, págs. 1 y 2. 
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trabajadoras en competencias verdes (green skills) es una condición esencial para el éxito de 
la transición entre sectores verdes y no verdes, junto con la adopción de prácticas empresa-
riales y tecnologías que respondan a criterios de sostenibilidad y respeto al medioambiente, 
incluyendo procesos de recualificación. 

Los empleos vinculados a la economía verde pueden representar tanto una ventaja como 
una barrera para avanzar hacia la igualdad, pues muchas de las ocupaciones ligadas al sector 
de las energías renovables son de carácter técnico y la brecha en formación tecnológica difi-
culta el acceso de numerosas mujeres12. Un primer paso consiste en desarrollar capacidades 
y competencias específicas orientadas a los nuevos nichos de empleo verde, los cuales se 
concentran principalmente en áreas vinculadas a las ciencias, la tecnología, la ingeniería y 
las matemáticas (STEM)13. Además, es fundamental fomentar un enfoque transversal que 
promueva la alfabetización ecológica, incorporando estos conocimientos a los programas de 
estudios de formación básica y aprendizaje permanente. En segundo lugar, se ha de fortale-
cer el papel del diálogo social como mecanismo clave para alinear la oferta formativa con las 
demandas del mercado laboral —tanto en el acceso como en el proceso de adaptación a los 
empleos verdes—, contando con las asociaciones de empresarios para hacer un ejercicio de 
prospección y detección de las competencias requeridas. 

En fin, el nuevo paradigma de trabajo decente en relación con el tiempo de trabajo se 
sustenta en cinco dimensiones: promover la salud y la seguridad; aumentar la productividad 
y la sostenibilidad de las empresas; mejorar el equilibrio entre el trabajo y la vida privada; pro-
mover la igualdad de género; y facilitar la elección y la influencia del trabajador en sus horas 
de trabajo.

Las fórmulas de trabajo flexible, implantadas por vía convencional, permitirían garantizar 
la seguridad y salud de las personas más expuestas a los riesgos por sus condiciones per-
sonales o biológicas. Estas podrían materializarse en bancos de tiempo o de horas, un uso 
flexible de las vacaciones, un cierto margen de distribución irregular inversa o bien un papel 
más activo del trabajador en la compensación de horas prestadas por interés empresarial14. 

Los efectos de las jornadas laborales largas o atípicas incluyen reacciones fisiológicas 
—tales como mayores niveles de estrés, fatiga y desórdenes del sueño— y, a largo plazo, un 
incremento de la incidencia de enfermedades cardiovasculares, desórdenes gastrointestina-
les y reproductivos, trastornos osteomusculares, infecciones crónicas y enfermedades men-
tales15. El riesgo de accidentes y lesiones de trabajo aumentan con una mayor duración del 
horario laboral, reduciendo la seguridad en el lugar de trabajo. Los trabajadores con jornadas 
demasiado prolongadas muestran una reducida productividad debido a la fatiga y aquellos 
con largas horas y/o grandes cargas de trabajo tienen una menor motivación en el trabajo y 
mayores índices de ausentismo y de rotación de personal. 

12	 Álvarez Cuesta, Henar «La formación en los nuevos yacimientos de empleo (empleos digitales, 
verdes) con especial atención a la perspectiva de género», en Lan Harremanak, núm. 49, 2023, pág. 8.

13	 Sierra Hernáiz, Elisa «El proceso de transición justa: los empleos verdes como instrumentos para 
su implementación», en Foro: Revista de Derecho, núm. 40, 2023, págs. 76 y 77. 

14	 Igartua Miró, María Teresa «Transición justa y garantía de un tiempo de trabajo «saludable»», en 
Lan Harremanak, núm. 52, 2024, pág. 23. 

15	 OIT «Guía para establecer una ordenación del tiempo de trabajo equilibrada», Oficina Internacional 
del Trabajo, Ginebra, 2019, págs. 6 y 7. 
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Más allá de los avances hacia una jornada laboral reducida, resulta imprescindible ase-
gurar la previsibilidad respecto al tiempo de trabajo y ofrecer un mínimo de horas de trabajo, 
para salvaguardar el derecho a la seguridad y salud, evitando situaciones de inseguridad, 
sobrecarga y precariedad laboral.

IV. Colectivos vulnerables 
ante la crisis climática 

Si bien la crisis climática afecta negativamente a todos los países y clases sociales, son 
las mujeres, los menores, las personas en situación de pobreza o desempleo, las minorías, 
los inmigrantes y las personas con discapacidad quienes pagarán un precio superior al pro-
medio. El Dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre la crisis climática y sus 
efectos en los colectivos vulnerables indica que el ejercicio de los derechos fundamentales 
de estas personas corre un riesgo significativo16. 

El concepto de justicia climática ha ganado protagonismo en el plano internacional, por 
cuanto el discurso en torno a las políticas climáticas interseccionales empieza a ocupar un 
mayor espacio gracias al Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático. 
Así, la justicia climática queda vinculada a los Objetivos de Desarrollo Sostenible en el obje-
tivo decimotercero, «adoptar medidas urgentes para combatir el cambio climático y sus efec-
tos», que prevé la incorporación de medidas relativas a la transición ecológica en las políticas, 
estrategias y planes nacionales, prestando especial atención a las mujeres, los jóvenes y las 
comunidad locales y marginadas. La conexión entre este ODS y otros ejes, como el décimo 
sobre reducción de las desigualdades o el quinto sobre igualdad de género, parece evidente. 
Los Gobiernos, en consulta con las organizaciones de empleadores y de trabajadores más 
representativas, deberían formular, aplicar y evaluar marcos para una transición justa inclusi-
vos y coordinados con las políticas económicas, sociales y ambientales. 

4.1. La igualdad de género en la acción climática. 
Un apunte sobre el nexo entre el sector de cuidados, 

la transición ecológica y el trabajo decente

Las mujeres no pueden acceder y beneficiarse de los empleos y del aumento de los ingre-
sos asociados a la transición verde, de la misma manera que los hombres, si no se diseñan 
intervenciones específicas. Sin una acción climática inclusiva y con perspectiva de género, 
cabe el riesgo de potenciar las disparidades, reducir la productividad y generalizar la injusticia 
social. 

Las brechas de género en las condiciones sociales, educativas, laborales o económicas 
signan la capacidad de las trabajadoras para contribuir a las soluciones climáticas, pues la 

16	 Comité Económico y Social Europeo «Dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre 
la crisis climática y sus efectos en los colectivos vulnerables», Diario Oficial de la Unión Europea, 
2024, pág. 1. 
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mayoría de los puestos de trabajo creados en la transición hacia la sostenibilidad energética 
se concentrarán en las ocupaciones de mediana cualificación y en aquellas donde predomi-
nan los hombres. Ante la subrepresentación femenina en las disciplinas STEM, el aprendizaje 
permanente se vuelve imprescindible para fomentar una participación más equitativa de las 
mujeres en un sector clave para la transición climática. 

Mejorar el acceso a la educación adecuada y la formación requiere ajustes en la pedago-
gía, impulsando entornos de aprendizaje colaborativo, enfatizando la aplicación práctica y 
proporcionando información sobre becas y salidas profesionales para atraer a más mujeres. 
Así, las iniciativas de Enel Green Power tratan de aumentar la representación de las mujeres 
en la plantilla de la empresa y en el sector de las energías renovables, ofreciendo formación 
y tutoría específicas, así como becas para que cursen estudios superiores en este campo17. 

La creación de redes de apoyo y acuerdos de tutoría para las mujeres, particularmente en 
el sector de las energías renovables, proporciona una valiosa orientación, apoyo y defensa, 
permitiendo superar prejuicios por razón de género y defendiendo sus capacidades y su 
potencial. En paralelo, programas como el lanzado por Global Wind Energy Council tienen 
la finalidad de incrementar el número de mujeres en puestos de liderazgo, en este caso en 
el sector de la energía eólica, para lograr el equilibrio de género en los paneles y juntas de la 
industria para 2030, a través de la capacitación y la tutoría.

La Estrategia de Transición Justa en España reconoce la necesidad de mejorar la empleabi-
lidad y condiciones laborales de las mujeres y, además, prevé medidas encaminadas a garan-
tizar la incorporación de las mujeres en los trabajos ligados a la economía verde a través de 
la integración de la perspectiva de género. Resulta oportuna la recopilación de datos des-
glosados por sexo para establecer una base de referencia y supervisar los avances de las 
políticas. El Instituto de las Mujeres y el Instituto para la Transición Justa firmaron en 2021 
un protocolo para el desarrollo conjunto de actuaciones en el marco de la elaboración de los 
Convenios de Transición Justa, con el objetivo de favorecer el emprendimiento y mejorar la 
empleabilidad y las condiciones de trabajo de las mujeres, en los territorios afectados por la 
transición energética.

Las políticas macroeconómicas con perspectiva de género son políticas fiscales y mone-
tarias que comprenden acciones concretas para respaldar a las mujeres y las niñas en ámbi-
tos como la protección social, la salud, la seguridad alimentaria, la infraestructura pública y 
la vivienda18. Las políticas industriales y sectoriales tienen el potencial de generar empleos 
verdes, proporcionando trabajo decente en condiciones equitativas, pues abordan aquellas 
características del mercado de trabajo segregadas en función del género, que a menudo 
relegan a las mujeres a trabajos peor remunerados. En los sectores relacionados con el 
medioambiente caracterizados por un alto grado de informalidad, como la gestión de resi-
duos, será crucial subsanar el déficit de trabajo decente, teniendo en cuenta que en este tipo 
de puestos de trabajo predominan las mujeres y otros grupos en situación de vulnerabilidad. 

17	 García-Baños, Celia et al. «El empleo de las mujeres en la transición energética justa en España. 
Síntesis del análisis opiniones de voces expertas», Fundación Naturgy, 2023, págs. 61-63. 

18	 OIT «Género, igualdad e inclusión para una transición justa en la acción climática. Una guía de 
políticas», Oficina Internacional del Trabajo, Ginebra, 2024, Resumen ejecutivo IX. 
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La transición justa pasa por otorgar un debido protagonismo al diálogo social, en tanto 
contribuye a que empresas y trabajadores anticipen el cambio y lo gestionen con éxito. La 
negociación colectiva ha de volcar su atención en la regulación de los «despidos climáticos», 
atendiendo a las características de la actividad o de la empresa y pactando tiempo de adapta-
ción, recolocación o superiores indemnizaciones19. En consecuencia, los convenios incluirán 
cláusulas destinadas a la capacitación de los trabajadores en competencias verdes, así como 
la implementación de mecanismos que permitan afrontar los cambios productivos derivados 
de la transición ecológica. Los acuerdos alcanzados deben asegurar unas condiciones de 
trabajo dignas, haciendo hincapié en la prevención de riesgos laborales y la promoción de 
la igualdad. En cualquier caso, el diálogo social es una de las principales herramientas para 
dotar de una adecuada perspectiva social a las políticas y leyes contra el cambio climático. 

Por otra parte, sin una atención prioritaria al trabajo de cuidados, las iniciativas dirigidas 
al nexo entre cambio climático y género corren el riesgo de perpetuar las desigualdades, en 
lugar de contribuir a su superación. El trabajo remunerado y no remunerado en el cuidado 
directo de las personas recae de manera desproporcionada sobre las mujeres. Las tareas de 
cuidados han sido históricamente invisibilizadas, infravaloradas y objeto de explotación, pese 
a su papel fundamental en el sostenimiento de la vida y el funcionamiento de las economías. 
En contextos de crisis —como la ambiental o la sanitaria— esta carga se intensifica, repro-
duciendo ciclos de pobreza y exclusión para quienes la desempeñan, al tiempo que limita su 
acceso al empleo formal y la educación20. Reconocer, redistribuir y revalorizar el trabajo de 
cuidados es, por tanto, una condición indispensable para avanzar hacia una justicia social y 
climática real.

Los fenómenos meteorológicos extremos podrían reducir el número de personas capaces 
de asumir la prestación de servicios y acrecentar el nivel de cuidados requeridos, así como 
el tiempo de dedicación y su dificultad. Los intentos por dotar de perspectiva de género a los 
programas de cambio climático no necesariamente toman en cuenta las inquietudes concre-
tas de las cuidadoras y cuidadores y tampoco intentan remediar los problemas derivados de 
las cargas y desigualdades en el trabajo de cuidados. La transición hacia una economía baja 
en emisiones de carbono debe de ir acompañada de una inversión en infraestructuras y servi-
cios públicos de cuidados, con el fin de reducir la carga del trabajo no remunerado y fomentar 
la creación de empleos decentes en el sector. 

El marco de las cinco «R» de la OIT reconoce que lograr el trabajo de cuidados decente 
requiere de políticas inclusivas y con perspectiva de género, políticas macroeconómicas y de 
protección social y políticas de migración y de protección laboral21. La reorganización de los 
servicios de cuidado representa uno de los principios de la justicia social, pues una organiza-
ción desigual de la prestación contribuye a aumentar las brechas de género, la feminización 
de la pobreza, así como los déficits de trabajo digno para las mujeres. 

19	 Álvarez Cuesta, Henar «Transición justa y lucha contra el cambio climático en el Pacto Ver-
de europeo en el Proyecto de Ley de Cambio Climático en España», en IUSLabor, núm. 2, 2020,  
págs. 89 y 96. 

20	 MacGregor, Sherilyn; Arora-Jonsson, Seema y Cohen, Maeve «Caring in a changing climate: Cen-
tering care work in climate action», Oxfam Research Backgrounder series, 2022, págs. 5 y 6. 

21	 OIT «Género, igualdad e inclusión para una transición justa en la acción climática. Una guía de 
políticas», cit., pág. 19. 
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En primer lugar, reconocer la naturaleza, la magnitud y la aportación del trabajo de cui-
dados no remunerado supone visibilizar su importancia en las políticas y programas, así 
como recabar datos cualitativos y cuantitativos sobre los efectos del cambio climático en 
el tiempo y empleo de ellas. Segundo, se ha de reducir la cantidad de tiempo requerida para 
efectuar el trabajo de cuidados, haciéndolo más accesible, seguro y menos exigente en tér-
minos de esfuerzo físico y dedicación. Por ello, resulta indispensable la expansión de una 
infraestructura ecológica —agua, saneamiento, fuentes de energía limpia— que reduzca tanto 
la demanda de cuidados como el uso de productos contaminantes en la realización de estas 
tareas. Las tecnologías respetuosas con el medioambiente permiten ahorrar esfuerzos en el 
procesamiento y conservación de bienes, mientras los criterios de género en las políticas de 
transporte acortan el tiempo de desplazamiento y proporcionan espacios seguros para las 
mujeres. 

En tercer lugar, la provisión de servicios públicos de calidad favorece la redistribución del 
trabajo de cuidados de niños, mayores o personas con discapacidad. En cuarto término, los 
proveedores de cuidados deben estar representados en la toma de decisiones y, por ende, se 
recabarán datos sobre sus experiencias, preocupaciones e ideas para el cambio. En paralelo, 
procede examinar la dinámica e impacto de la negociación colectiva y la representación sin-
dical en el sector, en particular en los servicios de cuidados de larga duración. El ámbito de 
ayuda a domicilio y residencias ha experimentado intensas reivindicaciones y una prolongada 
conflictividad laboral, culminando en avances significativos en algún caso. Un ejemplo des-
tacable viene dado por la larga movilización y negociación por el convenio estatal del sector 
de la dependencia, por el incumplimiento de la subida salarial, que culminó en la firma del VIII 
Convenio Estatal del Sector de Dependencia, cuya vigencia se extiende hasta el 31 de diciem-
bre de 202522. Este convenio afecta a más de 300.000 personas trabajadoras y desarrolla 
importantes mejoras en materia salarial y en la organización del trabajo. 

Quinto, y último punto, recompensar a las cuidadoras y cuidadores implica invertir en el 
sector para conseguir empleos decentes, reduciendo la precariedad y la segregación profe-
sional, dignificando la profesión y mejorando las condiciones relativas a la retribución, Seguri-
dad Social, conciliación de la vida laboral y personal, formación y seguridad y salud. 

4.2. Migrantes climáticos

La crisis climática es, en gran medida, el resultado de un modelo de desarrollo histórica-
mente desigual, pues los países, comunidades e individuos más beneficiados por el proceso 
de industrialización han sido también quienes más han contribuido a agravar el problema. El 
crecimiento, basado en un uso intensivo de combustibles fósiles, ha tenido costes despro-
porcionados para poblaciones marginalizadas que, a pesar de haber generado una huella 
ecológica significativamente menor, se enfrentan hoy a las peores consecuencias del cambio 
climático y cuentan con menos recursos para adaptarse o responder a sus efectos. La justi-
cia intergeneracional constituye un elemento central en la formulación del concepto de jus-
ticia climática y ha sido identificada como uno de los cuatro pilares fundamentales que la 
integran23. 

22	 CCOO «Propuesta de CCOO por un Pacto Integral y Estatal de Cuidados», Grupo de Trabajo confe-
deral Secretaría de Mujeres, Igualdad y Condiciones de Trabajo, 2023, pág. 37. 

23	 García Castillo, Marina y García-Romeral, Gloria «Justicia climática interseccional y políticas 
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El cambio climático puede amenazar los medios de vida de las personas y alterar la expo-
sición de las poblaciones a catástrofes naturales, siendo la migración una respuesta tradi-
cional ante estas amenazas. Los agricultores se enfrentan a retos sin precedentes debido a 
la desertificación y la expansión del estrés hídrico por el Mediterráneo y otras grandes regio-
nes agrícolas de Europa. La agricultura podría volverse inviable en amplias zonas del sur de 
Europa, donde la disminución de las precipitaciones, junto con prácticas inadecuadas de ges-
tión hídrica, conducen a una situación de escasez de agua cada vez más crítica. Las comu-
nidades insulares y costeras se verán particularmente perjudicadas, por cuanto la erosión de 
los suelos y el aumento del nivel del mar suponen un peligro para los medios de subsistencia. 
Las comunidades indígenas, desde el Ártico al Amazonas y desde Indonesia al Congo, afron-
tan una enorme presión como resultado del impacto de la crisis climática en el ecosistema y 
en sus actividades económicas24. 

En lugares como el delta del Ebro, la región de Murcia, en los alrededores del Siurana (Cata-
luña) y en el archipiélago canario ya hay indicios de la influencia de la emergencia climática 
en las dinámicas de población25. Más de dos terceras partes del territorio estatal están cate-
gorizadas como áreas áridas, semiáridas o subhúmedas secas, quedando potencialmente 
expuestas a la desertificación. La Agencia Europea de Medio Ambiente alertaba sobre posi-
bles daños en los cultivos, pérdida de biodiversidad y un mayor riesgo de incendios forestales 
en el norte de España. También detectaba un aumento de las olas de calor y la mortalidad 
relacionada con las altas temperaturas, así como cambios en la distribución de las enfer-
medades infecciosas26. El incremento del nivel del mar afecta a puntos críticos de las zonas 
costeras, ampliando el riesgo de inundaciones; mientras las sequías severas en otros puntos 
del país durante los meses de verano y la escasez de agua van adquiriendo mayor relevancia.

Las «migraciones climáticas» son movimientos de población multicausales e incluyen 
desplazamientos internos, evacuaciones, reubicaciones y otras formas de movilidad humana 
(internacionales o no) como consecuencia directa o indirecta del cambio climático. Las 
«migraciones ambientales» abarcan movilidades inducidas por factores como la construc-
ción de megaproyectos, la contaminación, la deforestación o los accidentes industriales. 

Con todo, la interacción de una compleja variedad de factores climáticos, económicos, 
sociales y políticos impide, en no pocas ocasiones, distinguir a los emigrantes ambientales. 
Los condicionantes económicos continúan a la cabeza como los mayores impulsores actua-
les para la migración, si bien el cambio climático afecta a estas variables al incidir en los 
sueldos en territorios rurales, los precios agrícolas y la exposición a los desastres naturales. 
La migración a menudo constituye una respuesta adoptada en el seno de las familias para 
diversificar las fuentes de ingresos ante el deterioro de las condiciones ambientales. Los 
modelos climáticos predicen un aumento de la probabilidad de tales sucesos meteorológicos 

públicas de Barcelona», Centre d’Estudis Interdisciplinaris de Gènere, Universitat de Vic-Universitat 
Central de Catalunya, 2022, pág. 9. 

24	 Comité Económico y Social Europeo «Dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre la 
crisis climática y sus efectos en los colectivos vulnerables», cit., pág. 3. 

25	 Baños Ruiz, Irene y Felipe Pérez, Beatriz «Migraciones climáticas. Desafíos para conseguir narra-
tivas transformadoras», Fundación Ecología y Desarrollo (ECODES), 2022, pág. 13. 

26	 Felipe Pérez, Beatriz «Migraciones climáticas. Una aproximación al panorama actual», Fundación 
Ecología y Desarrollo (ECODES), 2018, pág. 31. 
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adversos para algunas regiones después de 2030 y 2060, con un incremento de la migración 
desde entornos rurales a zonas urbanas. 

Las áreas urbanas con alta densidad de edificaciones y escasa cobertura vegetal presen-
tan una mayor propensión a experimentar el fenómeno conocido como «isla de calor». Este 
efecto acrecienta la exposición de la población al calor, sobre todo en barrios con infraestruc-
turas deficientes, menor acceso a espacios verdes y condiciones de habitabilidad precarias. 
Por su parte, los territorios rurales dependen en gran medida de la agricultura, la silvicultura 
y la pesca, muy vulnerables frente a los eventos meteorológicos adversos; habitualmente 
tienen peor acceso a servicios e infraestructuras; y corren un riesgo de incendios más ele-
vado27. Las inclemencias meteorológicas constituyen uno de los principales riesgos a los que 
están sometidas las tareas agrícolas, en tanto pueden provocar serios perjuicios en la activi-
dad del agricultor, comprometiendo su supervivencia económica y la de su núcleo familiar28.

Además, las reducidas opciones migratorias y la presión que el cambio climático ejerce 
sobre los medios de subsistencia pueden empujar a las personas a abandonar su lugar de 
origen de manera no planificada, en condiciones irregulares, inseguras o incluso bajo situacio-
nes de explotación. Los afectados pueden acabar migrando a áreas con alto riesgo ambien-
tal, como zonas urbanas situadas a baja altitud en megadeltas o suburbios de ciudades en 
expansión sin infraestructuras adecuadas ante la subida del nivel del mar29.

Ante la falta de disponibilidad de canales de migración segura algunas personas pueden 
quedar atrapadas en zonas pobres, donde serán más vulnerables al empeoramiento de las 
condiciones ambientales, como ocurre en pequeños estados insulares y otras islas con 
riesgo de inundación. No cabe olvidar que en las regiones más pobres no son capaces de res-
ponder a las catástrofes mediante el desplazamiento, pues la migración es selectiva según 
el estatus económico.

Las instituciones de la Unión Europea han sido reacias a asumir un papel de liderazgo en 
relación con las migraciones y el número cada vez mayor de solicitantes de asilo. Con todo, 
no concurren las concretas exigencias establecidas por las normas reguladoras para encajar 
a estas personas en el concepto jurídico estricto de asilo. En este sentido, la Decisión del 
Comité de Derechos Humanos de la ONU, de 7 de enero de 2020, admite expresamente la 
posibilidad de otorgar protección a quienes abandonan sus países por la imposibilidad de 
llevar una vida digna a resultas de los efectos de la crisis climática, ex art. 6 del Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos30. Ahora bien, a pesar del entusiasmo inicial amplificado 
por los medios de comunicación, en ningún caso el Comité equipara la situación de las perso-
nas que huyen de sus países por motivos climáticos a la de refugiadas.

27	 OECC «Documento de trabajo PNACC 01/2024. Integración de factores sociales en la adaptación 
al cambio climático», cit., pág. 9. 

28	 Fernández Fernández, Roberto «Las distintas vías de aseguramiento ante incidencias climáticas 
catastróficas: el ejemplo de los seguros agrarios combinados», en La negociación colectiva en el 
sector agrario, obra colectiva, Ministerio de Trabajo y Economía Social, Madrid, 2023, pág. 53. 

29	 Foresight «Migración y cambio climático global. Retos y oportunidades futuras» Oficina del Go-
bierno para la Ciencia, Londres, 2011, pág. 10. 

30	 Miñarro Yanini, Margarita «Hacia una transición ecológica justa en el ámbito de las relaciones de 
trabajo y la inmigración», en Revista de Trabajo y Seguridad Social (CEF), núm. 451, 2020, págs. 11 y 16. 
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El Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas reconoció en la resolución A/
HRC/48/L.23/Rev.1, de 2 de octubre de 2021, el derecho a un medioambiente sin riesgos, 
limpio, saludable y sostenible como un derecho humano. En España, el segundo Plan Nacio-
nal de Adaptación al Cambio Climático 2021-2030 establece en sus «aspectos transversales» 
que, para analizar las implicaciones de los impactos del cambio climático en el exterior, será 
necesario tener en cuenta diversas categorías de «flujos» dentro de los cuales figuran las 
migraciones y desplazamientos31. 

El Derecho del Trabajo no es ajeno a esta problemática, pues los trabajadores migran-
tes soportan con frecuencia prácticas laborales abusivas, como la economía sumergida o 
la imposición de jornadas laborales excesivas —de hasta 75 horas semanales— por parte 
de empresas proveedoras de gigantes textiles como Shein32. Al respecto, procede poner de 
relieve el marco de la diligencia debida en materia de derechos humanos y medioambiente, 
pues implica que las empresas cumplan con su responsabilidad para hacer frente a la emer-
gencia climática y a la movilidad humana asociada33. De este modo, se han de implementar 
medidas tendentes a difundir las políticas de responsabilidad social corporativa, equilibrando 
los buenos resultados empresariales con el crecimiento de las comunidades en las que están 
socialmente involucrados34. 

Las empresas tienen un gran peso en la economía mundial y resulta crucial que, espe-
cialmente aquellas que más contribuyen al cambio climático, tomen en serio su deuda con 
el entorno y actúen en consecuencia para la protección de la vida. Todas las entidades, con 
independencia de sus características y sector, deben aplicar procesos de diligencia debida 
de acuerdo con los Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas, aun cuando los requerimientos varían en función del tamaño de la empresa 
y sus actividades. 

La Directiva (UE) 2024/1760 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de junio de 2024, 
sobre diligencia debida de las empresas en materia de sostenibilidad, dispone que las com-
pañías deben poner en práctica un plan de transición encaminado a garantizar que, haciendo 
todo lo posible, su modelo de negocio y su estrategia sean compatibles con la economía 
sostenible y con la limitación del calentamiento global a 1,5 oC. 

Al hablar de riesgos ambientales y su vínculo con los derechos humanos, laborales y socia-
les, sería recomendable evaluar cómo estos derechos se ven particularmente afectados en 
los casos de migraciones climáticas, poniendo mayor énfasis en la situación de las mujeres 
y las niñas. A título de ejemplo, muchas de las mujeres que murieron en el accidente de Rana 
Plaza habían llegado a Bangladesh a consecuencia de las inundaciones y otros efectos de 

31	 Felipe Pérez, Beatriz «Migraciones climáticas. Avances en el reconocimiento, la protección jurídica 
y la difusión de estas realidades», Fundación Ecología y Desarrollo (ECODES), 2021, pág. 38. 

32	 Miñarro Yanini, Margarita «El futuro será verde o no será: las herramientas para una transición 
social ecológica justa» en Revista de Trabajo y Seguridad Social (CEF), núm. 469, 2022, pág. 6. 

33	 Felipe Pérez, Beatriz «El papel del sector privado europeo ante las migraciones climáticas. Una 
propuesta de debida diligencia», Fundación Ecología y Desarrollo (ECODES), 2020, pág. 10. 

34	 Fernández Fernández, Roberto «Deslocalización productiva y condiciones mínimas de trabajo a 
nivel mundial en los Acuerdos Marco Internacionales», en Documentación Laboral, núm. 118, 2019, 
pág. 51.
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fenómenos meteorológicos extremos35. En efecto, muchas mujeres jóvenes en situación de 
pobreza y sin educación formal llegan a la capital de dicho país desde regiones rurales por la 
combinación de estas condiciones con el cambio climático. Al llegar al lugar de destino, las 
mujeres migrantes pueden ser víctimas de explotación laboral. La discriminación intersec-
cional por razón de género, origen étnico y estatus migratorio incrementa el riesgo de abuso, 
relegándolas a sectores laborales marcados por la precariedad. 

4.3. Los menores y las personas de mayor edad

Los niños y las niñas son los menos responsables de la crisis climática; sin embargo, 
serán precisamente las generaciones futuras quienes soporten de forma más intensa sus 
consecuencias. En este contexto, es ineludible incorporar la dimensión de la justicia inter-
generacional en el diseño y aplicación de cualquier política pública orientada a facilitar la 
transición verde. 

En la fase fetal, infantil y juvenil, los sistemas orgánicos de los menores atraviesan diver-
sas etapas anatómicas y fisiológicas. Por ejemplo, los sistemas fisiológicos de inmunovi-
gilancia y detoxificación aún no están completamente desarrollados. Los niños y las niñas 
tienen muchos años potenciales de vida y, por lo tanto, puede sufrir efectos a medio y largo 
plazo ante exposiciones crónicas a los contaminantes ambientales. 

Los menores tienen una conciencia del riesgo limitada y dependen de las personas adul-
tas para su protección, pues carecen de capacidad de decisión en relación con los temas 
medioambientales. Las organizaciones e instituciones internacionales clave, como UNICEF 
y el relator especial de Naciones Unidas para los derechos humanos y el medioambiente, 
destacan el daño del cambio climático en la infancia y afirman que los responsables políticos 
deben tener en cuenta los siguientes aspectos36: i) contar con especialistas en derechos de la 
infancia a la hora de elaborar las medidas y marcos de acción; ii) monitorear el cumplimiento 
de los derechos de las niñas y niños; iii) evaluar los riesgos y mejorar la vigilancia e informa-
ción sobre los efectos de la contaminación en la infancia; iv) medir la salud ambiental de los 
menores; v) mejorar la atención de la salud; vi) reducir la contaminación y optimizar la calidad 
del aire; vii) minimizar la exposición a la contaminación medioambiental; viii) proporcionar 
educación e información sobre cambio climático en los currículos formativos. 

Por otro lado, las personas de mayor edad se ven profundamente afectadas por las incle-
mencias meteorológicas, debido a su movilidad reducida y mayor dependencia de sus hoga-
res. Los mayores de 65 años suelen tener una salud más frágil, una menor capacidad de ter-
morregulación y presentan un índice más elevado de mortalidad asociada al calor excesivo. 
La importancia de este colectivo es evidente dado el aumento de la frecuencia de las olas 
de calor, el envejecimiento de la población y la vulnerabilidad social de quienes pierden sus 
empleos y enfrentan considerables dificultades para reincorporarse al mercado laboral. 

35	 Felipe Pérez, Beatriz «Perspectiva de género en las migraciones climáticas. El cambio climático 
afecta a todas las personas, pero no por igual: desafíos específicos para mujeres y niñas», Funda-
ción Ecología y Desarrollo (ECODES), 2019, pág. 45. 

36	 Fundación Ecología y Desarrollo «El impacto del cambio climático en la infancia en España», 
UNICEF, 2017, pág. 22. 
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A medida que más personas permanecen activas laboralmente hasta edades más avanza-
das, se intensificará su exposición a los riesgos derivados del cambio climático, en particular 
en sectores con alta exigencia física o al aire libre. En este escenario, garantizar condicio-
nes de trabajo decente y seguras requiere garantizar mecanismos para proteger y promover 
los intereses de las personas sénior, dada su vulnerabilidad ante determinados fenómenos 
emergentes. 

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH), en sentencia de 9 de abril de 2024, 
condenó a Suiza por inactividad frente al cambio climático, después de que un grupo de muje-
res mayores de 65 años llevara al país ante el tribunal de Estrasburgo al considerar que sus 
vidas quedaban amenazadas por las extremas olas de calor. El caso Verein Klimaseniorinnen 
Schweiz distingue entre la fijación de los objetivos para luchar contra los efectos adversos del 
calentamiento global y la elección de los medios. Respecto a la finalidad de reducir los gases 
de efecto invernadero el Tribunal considera que el margen de discrecionalidad es reducido. 
En cambio, los Estados mantienen un amplio margen de apreciación en cuanto a las medidas 
y políticas destinadas a mitigar la emergencia climática, de acuerdo con las circunstancias y 
recursos concretos del país.

La sentencia supone un respaldo decisivo a la innovadora resolución emitida por la Corte 
Suprema de los Países Bajos en el caso Urgenda, al consolidar la idea de que la inacción 
—o una acción insuficiente— por parte de los Estados en materia climática puede constituir 
una vulneración del deber de diligencia que les corresponde en virtud de sus obligaciones 
en materia de derechos humanos37. Además, refuerza la doctrina establecida por el Tribunal 
Constitucional de Alemania en el caso Neubauer, al reconocer los derechos de las generacio-
nes futuras y dar soporte jurídico al principio de equidad intergeneracional. 

4.4. Personas con discapacidad o en un estado de salud delicada 

Las personas con discapacidad enfrentan retos extraordinarios a resultas de la crisis cli-
mática y pueden tener más dificultades para acceder a los avisos y alertas (por ejemplo, las 
personas ciegas o sordas necesitan alertas especiales).

Asimismo, hay personas alérgicas o con afecciones atópicas con una sensibilidad espe-
cial a los contaminantes atmosféricos o a alérgenos que pueden verse alterados por el 
cambio climático; mientras, quienes padecen enfermedades cardiovasculares o respiratorias 
sufren en mayor medida los efectos directos de las olas de calor o de la contaminación por 
ozono. Las altas temperaturas afectan a cuantos soportan patologías debilitantes —como 
enfermedades digestivas, neoplasias malignas, trastornos endocrinos, metabólicos o geni-
tourinarios—, así como a pacientes que reciben tratamientos farmacológicos que dificultan 
la adaptación del organismo al calor. Medicamentos como vasoconstrictores, antihipertensi-
vos, diuréticos o tranquilizantes pueden interferir en la regulación de la temperatura corporal, 
la sudoración y el equilibrio hídrico, aumentando el riesgo de sufrir complicaciones durante 

37	 Hernández Peribáñez, María Eugenia «La sentencia del TEDH en el caso Klimaseniorinnen y su po-
tencial recepción por el Tribunal Constitucional español en el primer litigio por el clima», en Revista 
de Derecho político, núm. 122, 2025, pág. 346. 
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episodios de calor extremo38.Otras personas son más propensas a mostrar síntomas físicos 
o mentales a causa de la contaminación atmosférica por padecer enfermedades crónicas. 

Los beneficios ambientales asociados a los empleos verdes no deben inducir a pensar 
que no existen desafíos para la seguridad y salud en el trabajo. La utilización de nuevas tec-
nologías, la robotización, las novedosas sustancias químicas, las nanotecnologías, los movi-
mientos repetitivos, así como los riesgos psicosociales y aquellos derivados de la organiza-
ción del trabajo y de las recientes modalidades de contratación, deberán ser considerados 
cuidadosamente. 

4.5. Personas desempleadas, en situación de 
exclusión social o especial vulnerabilidad

Muchos de los colectivos socialmente vulnerables residen en zonas industriales o urba-
nas caracterizadas por una elevada contaminación atmosférica y, en consecuencia, tienen 
más probabilidad de experimentar efectos negativos para la salud. Algunas comunidades 
étnicas, las personas con bajos ingresos, las poblaciones indígenas y los inmigrantes acusan 
una mayor incidencia de cardiopatías, asma y enfermedades pulmonares obstructivas cróni-
cas. Si los colectivos minoritarios ya enfrentan desigualdades políticas y sociales, es posible 
que la emergencia climática agrave las disparidades existentes, pues los grupos dominantes 
gozan de un acceso preferente a los recursos disponibles. Determinadas situaciones perso-
nales (como la indigencia y carecer de vivienda o de permiso de trabajo) pueden incrementar 
la vulnerabilidad al limitar la capacidad de respuesta frente a los riesgos.

El proceso de transición hacia una economía baja en carbono puede provocar un aumento 
del desempleo en sectores como la agricultura, el transporte, la construcción o la vivienda. 
El desempleo afectará a quienes disponen de unas alternativas de empleo limitadas, como 
el personal con escasa cualificación, los trabajadores de edad avanzada o los residentes en 
zonas rurales, pues tienen mayores dificultades para acceder a nuevas oportunidades labo-
rales o programas de reciclaje profesional. El riesgo de desempleo continúa siendo elevado 
para los colectivos marginados empleados en sectores vulnerables y las personas inmigran-
tes y refugiadas encuentran barreras en el acceso a las ocupaciones ligadas a la transición 
energética ecológica. 

La transición justa exige la implementación de enfoques pedagógicos innovadores, la sen-
sibilización sobre el cambio climático en comunidades marginadas, el análisis del potencial 
de los programas de desarrollo de capacidades para fortalecer la resiliencia de los colectivos 
vulnerables, así como la evaluación de las dificultades que enfrentan los trabajadores al adap-
tarse a prácticas sostenibles. 

38	 ISTAS «¿Cómo afecta el cambio climático a la salud humana? Guía orientativa de los efectos del 
cambio climático sobre la salud pública y la salud en el trabajo», Instituto Sindical de Trabajo, Am-
biente y Salud (ISTAS), 2016, págs. 6 y 7. 
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V. Los efectos del cambio climático 
en la seguridad y salud de los 

colectivos más vulnerables ¿hacia 
una reconfiguración del concepto de 

trabajadores especialmente sensibles?
Las altas temperaturas, los fenómenos meteorológicos extremos o las alteraciones en 

los patrones de precipitación repercuten en determinantes de la salud, como la calidad del 
aire, el acceso al agua potable, la seguridad alimentaria y de los hogares o la propagación 
de enfermedades. Tanto las lluvias torrenciales e inundaciones como las sequías afectan 
a la pureza y disponibilidad del agua, e influyen en las condiciones de producción agrícola y 
ganadera, aumentando el riesgo de aparición de enfermedades infecciosas de transmisión 
hídrica y alimentaria. 

Los países de la Región Europea de la OMS adoptaron la Declaración de Budapest en 
aras a establecer compromisos y acciones para hacer frente a los riesgos para la salud 
que plantea la triple crisis del cambio climático, la contaminación medioambiental y la 
pérdida de biodiversidad, en el marco de la recuperación de la pandemia provocada por el  
COVID-1939. Los países se comprometen a abordar la contaminación y el cambio climático, 
garantizar el acceso al agua potable, el saneamiento y la higiene y otros servicios esenciales, 
integrar las consideraciones de la naturaleza y la biodiversidad en las políticas, promover un 
entorno seguro y saludable y acelerar la transición hacia sociedades resilientes, equitativas 
y sostenibles. 

El control de enfermedades infecciosas y parasitarias (vectoriales y no vectoriales), supone 
un desafío creciente, por cuanto el cambio climático supone una prolongación de las estacio-
nes en las cuales se produce la transmisión y está modificando su distribución geográfica. 
En efecto, el clima contribuye a la dispersión espacial y temporal de contaminantes atmos-
féricos mediante los vientos, la mezcla vertical y la precipitación40. Las concentraciones de 
ozono troposférico y de los precursores de las partículas en suspensión tienden a aumentar 
cuanto mayor es la luminosidad y la temperatura ambiente, de manera que el cambio climá-
tico puede incrementarlas. 

El Centro Europeo para la Prevención y el Control de las Enfermedades (ECDC) realiza 
pruebas y evaluaciones de riesgos sobre las enfermedades transmisibles, incluyendo las 
causadas por un clima cambiante. En España, el Plan Nacional de Preparación y Respuesta 
frente a Enfermedades Transmitidas por Vectores se articula alrededor de seis elementos: i) 
vigilancia epidemiológica y microbiológica para diagnosticar y tratar a los pacientes lo más 

39	 OMS «Declaration of the seventh Ministerial Conference on Environment and Health», Organización 
Mundial de la Salud, 2023, p. 1. 

40	 Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico «Plan Nacional de Adaptación 
al Cambio Climático 2021-2030», Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, 
2020, pág. 98. 
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rápidamente posible; la vigilancia entomológica para detectar la presencia del vector; iii) la 
gestión del vector, para prevenir y controlar su presencia y, en su caso, eliminarlo; iv) protec-
ción individual; v) formación, información e investigación; vi) coordinación entre las adminis-
traciones y agentes implicados.

El aumento de las temperaturas conduce al incremento del estrés térmico y las condi-
ciones climáticas cambiantes están vinculadas con la creciente exposición profesional a 
diversas enfermedades. En España, una de las consecuencias más significativas del cambio 
climático es el elevado nivel de la morbilidad y mortalidad asociadas a episodios de tempe-
raturas extremas. Las olas de calor perjudican en mayor medida a grupos de población más 
vulnerables, como mayores de 65 años, niños, embarazadas, personas con enfermedades 
crónicas, trabajadores expuestos y personas en riesgo de exclusión. 

Los fenómenos meteorológicos adversos impactan con crudeza en determinados ámbi-
tos laborales, haciendo necesario adoptar medidas de adaptación. Las altas temperaturas 
pueden ser causa de accidentes de trabajo o provocar enfermedades por calor (como el 
golpe de calor). La exposición repetida a altas temperaturas tiene efectos sobre sobre la 
salud reproductiva, contribuye al agravamiento de enfermedades sistémicas y supone un 
riesgo para las trabajadoras embarazadas41. A mayores, el calor incrementa la toxicidad de 
ciertas sustancias, comprometiendo la efectividad de los equipos de protección individual. 

En muchas ocupaciones las personas quedan expuestas a factores con la capacidad sufi-
ciente de alterar el equilibrio térmico corporal, como ocurre en los trabajos cerca de fuentes 
de calor, trabajos marcados por el ejercicio físico o empleos que requieren utilizar prendas 
o equipos con escasa transpirabilidad. En otros casos, los trabajadores prestan servicios 
en espacios al aire libre y quedan expuestos a las altas temperaturas, mientras en entornos 
urbanos sufren el efecto isla de calor. 

La responsabilidad principal de organizar y prestar servicios sanitarios y asistencia 
médica recae en los Estados miembros y, por consiguiente, la política sanitaria de la Unión 
Europea sirve para complementar las políticas nacionales, ex art. 168 TFUE. La Comisión 
Europea subraya en la Comunicación titulada «Gestionar los riesgos climáticos: proteger a 
las personas y la prosperidad» la importancia de contar con sistemas de alerta temprana, una 
planificación sanitaria basada en el clima y la investigación sobre enfermedades sensibles 
al clima, aunando el medioambiente y la salud en las políticas existentes42. Las principales 
soluciones radican en iniciativas encaminadas a reducir las vulnerabilidades y limitar la expo-
sición humana. Asimismo, considera prioritarias las acciones para mejorar la calidad del aire, 
los planes en materia de salud y calor y la legislación en materia de salud y seguridad en el 
trabajo.

En el ordenamiento interno, el derecho a la protección frente a riesgos ambientales extre-
mos está regulado en el art. 21 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de 
Riesgos Laborales. El Real Decreto 486/1997, de 14 de abril, dispone que la temperatura de 

41	 María-Tomé Gil, Begoña «La adaptación y la protección de la salud ante el cambio climático», 
Instituto Sindical de Trabajo, Ambiente y Salud (ISTAS), 2019, pág. 56. 

42	 Comisión Europea «Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité 
Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones. Gestión de los riesgos climáticos: prote-
ger a las personas y la prosperidad», Estrasburgo, 2024, pág. 20. 

83
Revista Justicia & Trabajo, n.º extraordinario, julio 2025
ISSN: 2952-1955

Ana Castro Franco Colectivos vulnerables al cambio climático y la 
implementacion de la transición justa



los locales donde se realicen trabajos sedentarios propios de oficinas o similares estará com-
prendida entre 17 y 27 ºC; en cambio, la temperatura de los locales donde se realicen trabajos 
ligeros estará comprendida entre 14 y 25 ºC.

El Real Decreto-ley 4/2023, de 11 de mayo, establece la obligación de prever un plan de 
acción frente a riesgos relacionados con fenómenos meteorológicos adversos, incluida la 
prohibición de desarrollar determinadas tareas durante las horas del día en las que estos 
concurran. Cuando se desarrollen trabajos al aire libre y en lugares de trabajo que no puedan 
quedar cerrados, deberán tomarse medidas para la protección de las personas trabajado-
ras frente a cualquier riesgo relacionado con el clima, incluyendo temperaturas extremas. 
La normativa es aplicable a todos los trabajadores y actividades en estas circunstancias, 
incluyendo a quienes prestan servicios en la construcción, el personal en terrazas de bares y 
restaurantes, los jornaleros en el campo o empleados en venta a domicilio, pesca en buques, 
socorrismo, jardinería, limpieza viaria, fuerzas policiales, entre otros. 

Las medidas derivarán de la evaluación de riesgos laborales, tomando en consideración, 
además de los fenómenos mencionados, las características de la tarea y las particularida-
des personales o el estado biológico conocido de la persona trabajadora. De este modo, la 
empresa debe adaptar las condiciones de trabajo, incluida la reducción o modificación de 
las horas de la jornada, cuando la Agencia Estatal de Meteorología o el órgano autonómico 
correspondiente emita aviso de fenómenos de nivel naranja o rojo y las medidas preventivas 
no garanticen la seguridad del personal. 

Si hay alerta por altas temperaturas las empresas estarán obligadas a interrumpir los tra-
bajos realizados al aire libre, reducir la jornada laboral de la plantilla, fomentar la flexibili-
dad horaria o redistribuir la jornada para evitar realizar tareas en las horas de mayor riesgo. 
Algunos convenios colectivos como el de la construcción ya establecían la jornada intensiva 
desde junio hasta septiembre, recuperando las horas no trabajadas en invierno. Aun cuando 
algunas tareas no puedan interrumpirse completamente (bomberos, policías o agentes fores-
tales) procederá efectuar ajustes en los horarios o condiciones de trabajo. 

En cualquier caso, el grave desastre social y ecológico provocado por la DANA en diferen-
tes municipios entre el 28 de octubre y el 4 de noviembre de 2024 ha propiciado la aproba-
ción del Real Decreto-ley 8/2024, de 28 de noviembre, a efectos de incrementar la seguridad 
de los trabajadores frente a este tipo de eventos, entre otras medidas. El texto introduce un 
permiso retribuido, de hasta cuatro días, en caso de imposibilidad de acudir al trabajo por 
una situación de riesgo grave e inminente, incluyendo fenómenos meteorológicos extremos. 
Así, el tenor literal del art. 37.3 g) ET afirma que «transcurridos los cuatro días, el permiso se 
prolongará hasta que desaparezcan las circunstancias que lo justificaron, sin perjuicio de la 
posibilidad de la empresa de aplicar una suspensión del contrato de trabajo o una reducción 
de jornada derivada de fuerza mayor». Si la naturaleza de la prestación laboral es compatible 
con el trabajo a distancia y el estado de las redes de comunicación lo permite, la empresa 
podrá establecer esta modalidad de trabajo. 

La fuerza mayor temporal podrá estar determinada por impedimentos o limitaciones en 
la actividad normalizada de la empresa como consecuencia de decisiones adoptadas por la 
autoridad pública competente orientadas a la protección de la salud pública, así como por el 
mantenimiento (una vez hayan transcurrido los cuatro días de permiso) de la imposibilidad 
de acceder al centro de trabajo o a las vías de circulación necesarias para acudir al mismo.
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Una última modificación de interés viene dada por el reconocimiento del derecho del 
comité de empresa a ser informado por la empresa de las medidas de actuación previstas 
con motivo de la activación de alertas por catástrofes y otros fenómenos meteorológicos 
adversos.

Pues bien, realizado un sucinto repaso a las novedades legales en España, la prevención 
frente a los efectos del cambio climático sobre la salud en el ámbito laboral exige continuar 
incluyendo los factores ambientales en las evaluaciones de riesgo en los lugares de trabajo 
y la planificación de medidas preventivas, e impulsar programas específicos de protección 
de los colectivos de trabajadores más vulnerables. Este enfoque pone de manifiesto las dife-
rencias existentes entre los trabajadores y las trabajadoras a fin de identificar los riesgos en 
materia de salud y seguridad en el trabajo y de adoptar soluciones eficaces. 

A la hora de examinar la situación de los colectivos vulnerables, procede matizar que mere-
cen una especial protección los trabajadores que «por sus propias características personales 
o estado biológico conocido, incluidos aquellos que tengan reconocida la situación de dis-
capacidad física, psíquica o sensorial, sean especialmente sensibles a los riesgos derivados 
del trabajo», ex art. 25 LPRL. En esta noción de trabajadores especialmente sensibles la ley 
tiene en cuenta a las mujeres embarazadas o en periodo de lactancia, a los jóvenes menores 
de dieciocho años y a los trabajadores con relaciones de trabajo temporales o de duración 
determinada, así como los contratados por empresas de trabajo temporal. 

La realidad del cambio climático mueve a plantear si es oportuno incorporar nuevos 
grupos de trabajadores especialmente sensibles, pues hay quienes sufren en mayor medida 
los efectos de las condiciones ambientales y los riesgos asociados a los nichos de empleo 
relacionados con la transición verde. La inclusión en la norma de la referencia a las trabajado-
ras ceñida a facetas propias de la maternidad merece una valoración positiva, por cuanto la 
mujer como colectivo en sí no debe calificarse como especialmente sensible. Si bien desem-
peñan tareas de especial riesgo en determinados sectores particularmente feminizados, esto 
no es un factor personal que las haga más sensibles a los peligros, salvo, quizá, en temas 
concretos como el estrés térmico43. 

Ello no obsta al reconocimiento de la brecha de género en las patologías causadas por 
eventos meteorológicos extremos, pues concurren diferencias en lo que respecta a la vulne-
rabilidad a los efectos indirectos y a largo plazo del cambio climático. Los desastres natu-
rales matan a más mujeres que a hombres y, además, ellas son más vulnerables a sequías, 
inundaciones y olas de calor44. 

Tampoco los hombres son trabajadores especialmente sensibles por el mero hecho de ser 
mayoritarios en sectores de riesgo como la construcción y en actividades físicas o realizadas 
al aire libre. En este sentido, tanto en el caso de las mujeres como en el de los hombres, se ha 
de atender a qué género se ve afectado principalmente en el sector de actividad, así como a 
las circunstancias relacionadas con la maternidad. 

43	 Navas-Parejo Alonso, Marta «Objetivos de sostenibilidad y cambio climático: empleo y preven-
ción de riesgos laborales en colectivos vulnerables», en Revista Crítica de Relaciones de Trabajo, 
Laborum, núm. 15, 2025, pág. 70. 

44	 Aguado Caso, Mateo et al. «Desigualdades climáticas: impactos y responsabilidades de los even-
tos meteorológicos extremos», FUHEM Ecosocial, 2022, pág. 15. 
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Ninguna duda cabe, la falta de experiencia, formación y concienciación sobre el peligro 
hace que los trabajadores menores de edad puedan verse especialmente expuestos a los 
riesgos. Está plenamente justificada la necesidad de información adicional y supervisión, así 
como desarrollar sus funciones en puestos adecuados, seguros y saludables45. 

Por otro lado, los cambios físicos asociados al envejecimiento, como la debilitación pro-
gresiva del sistema inmunológico, la presencia de enfermedades crónicas o degenerativas, 
y las limitaciones en la movilidad, incrementan la susceptibilidad de las personas de edad 
avanzada ante riesgos ambientales. El envejecimiento se entiende como un conjunto de pro-
cesos, con causas biológicas, que deriva en una disminución de las facultades psicosomáti-
cas, limitando la adaptación del organismo al medio y su respuesta. Este proceso está influido 
tanto por la variabilidad individual —aspectos genéticos, hábitos, estilo de vida— como por las 
condiciones ambientales46. Es importante reforzar la prevención en el caso de los trabajado-
res sénior, tomando en consideración la interrelación entre el empleo y el proceso natural de 
envejecer, pues se influyen mutuamente.

En la misma línea, la exposición a fenómenos meteorológicos adversos puede actuar 
como factor agravante de enfermedades preexistentes entre los trabajadores, como aquellos 
con patologías de tipo cardiaco, pulmonar, renal, psiquiátrico y accidentes cerebro-vasculares 
agudos47. La presencia de una discapacidad, dependiendo de su naturaleza y grado, puede 
incrementar la vulnerabilidad de las personas frente a determinados riesgos, ya sea por una 
mayor sensibilidad a ciertos síntomas o por dificultades en la capacidad de reacción ante 
situaciones de emergencia. No obstante, ello no implica una equiparación automática entre 
la condición de discapacidad y la categoría de trabajador especialmente sensible. 

Los anteriores grupos encajarían en la calificación de trabajadores especialmente sensi-
bles ante los nuevos cambios provocados por el cambio climático, con las convenientes mati-
zaciones en relación al sector de actividad y al análisis individual de cada persona afectada. 
En cambio, pese a los argumentos a favor y en contra para su consideración, se comparte la 
opinión de voces autorizadas de la doctrina que consideran excluidos de la noción de espe-
cialmente sensibles, al menos en parte, a los trabajadores precarios (amparados por el art. 
28 LPRL), los trabajadores de zonas urbanas, los trabajadores migrantes, los autónomos y las 
personas empleadas en la economía informal48. 

A salvo de que concurra algún factor adicional de vulnerabilidad, el riesgo en sí mismo 
no es mayor para estos trabajadores, por cuanto procede en estos casos el estricto cumpli-
miento de las medidas preventivas por parte del empresario o, para los autónomos, colmar 
las carencias normativas. Lo anterior no es óbice para defender la conveniencia de desa-
rrollar una tipología nueva de empleados que requieran especial atención, pero que no sean 
trabajadores especialmente sensibles. 

45	 CCOO «Guía sindical para trabajadores y trabajadoras especialmente sensibles», CCOO, 2009, pág. 11. 
46	 Valladares García, Juan Carlos y Llamas Muñoz, María José, «La gestión del factor edad desde 

la prevención de riesgos laborales», en Prevención: Revista técnica de seguridad y salud laborales, 
núm. 197, 2011, pág. 26. 

47	 Aguado Caso, Mateo et al. «Desigualdades climáticas: impactos y responsabilidades de los even-
tos meteorológicos extremos», cit., pág. 21. 

48	 Navas-Parejo Alonso, Marta «Objetivos de sostenibilidad y cambio climático: empleo y preven-
ción de riesgos laborales en colectivos vulnerables», cit., págs. 71 y 73. 
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VI. Riesgos emergentes a raíz 
de los empleos verdes 

El cambio climático exacerba los riesgos existentes y plantea nuevas amenazas relaciona-
das con los empleos verdes o las tareas profesionales vinculadas a la transición ecológica. 
El término «verdes» se suele asociar con la seguridad, aun cuando lo bueno para el medioam-
biente no siempre es adecuado para la salud de los trabajadores que desempeñan tales pues-
tos de trabajo. Por ejemplo, la reducción de la cantidad de residuos enviados a los vertederos 
ha originado un aumento de los índices de accidentes y enfermedades de los trabajadores 
cuya labor consiste en tratarlos. El diseño de estrategias de prevención en el ámbito de los 
empleos verdes requiere una consideración cuidadosa de las particularidades de cada tipo 
de ocupación y de la diversidad de la fuerza laboral implicada, si bien se han detectado una 
serie de retos comunes:

En primer lugar, la falta de capacitación junto con la inmediatez de los cambios en los 
procesos productivos conlleva un escaso conocimiento de los riesgos asociados al uso de 
las nuevas tecnologías, metodologías, procesos y materiales de trabajo. La velocidad de cre-
cimiento de la economía verde podría derivar en lagunas de competencias, de manera que 
trabajadores sin experiencia participen en procesos sin la debida formación, poniendo en 
peligro su seguridad y salud. Ello conduce a una polarización de los trabajadores en relación 
con sus cualificaciones, pues quienes tengan un bajo nivel de cualificación se verán aboca-
dos a aceptar peores condiciones de trabajo49. 

Además, en muchas actividades se dará una confluencia de multioperaciones, con una 
exposición simultánea a diferentes riesgos, lo cual pone de relieve la multi-cualificación soli-
citada en algunos perfiles profesionales. Las oportunidades de trabajo en nichos de empleo 
verde pueden desembocar en una migración de trabajadores procedentes de otros sectores 
que no tengan una formación suficiente. 

Incluso cuando los modelos de gobernanza son sólidos, la toma de decisiones sobre los 
riesgos climáticos se ve frenada por importantes brechas de capacidades, mano de obra y 
conocimiento, y esta situación resulta agravada por la desinformación climática. Por consi-
guiente, parece oportuno adoptar medidas para sensibilizar a los empresarios y a los «traba-
jadores verdes». Una gestión eficaz de los riesgos climáticos supone hacer un mejor uso de la 
información y los sistemas de alerta temprana disponibles, mejorar el acceso a estos y a las 
herramientas de conocimiento pertinentes, así como el desarrollo de capacidades.

En segundo término, la descentralización y redistribución de los procesos de trabajo, en 
el sentido de dispersión en el territorio de los escenarios laborales —como sucede con la 
instalación de paneles fotovoltaicos o de otras instalaciones renovables— puede generar pro-
blemas para controlar el cumplimiento de los criterios de seguridad y salud laboral en los 
«centros de trabajo desplazados». 

49	 EU-OSHA «Green jobs and occupational safety and health: Foresight on new and emerging risks 
associated with new technologies by 2020», Agencia Europea para la Seguridad y la Salud en el 
Trabajo, 2013, pág. 17.
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En tercer lugar, destaca la externalización sistemática de tareas que comportan mayores 
niveles de peligrosidad, fenómeno conocido como «subcontratación del riesgo». Esta prác-
tica consiste en transferir a terceros aquellos procesos productivos con un mayor potencial 
de impacto negativo sobre la salud y la seguridad de los trabajadores. 

La subcontratación exige intensificar los esfuerzos en materia de coordinación empre-
sarial, tal como establece el art. 24 de la LPRL, pues en un mismo ámbito, entorno físico y 
temporal confluyen diversas compañías, actividades y riesgos que pueden interactuar entre 
sí. La organización de la prevención en la empresa parte del tamaño de la plantilla y la peli-
grosidad de las actividades. Cabe replantear el cómputo, a fin de incluir, al menos en parte, a 
los empleados presentes en los procesos productivos en un mismo espacio de trabajo, aun 
cuando dependan de empresas contratistas, subcontratistas, presten servicios por cuenta 
propia o se encuadren en otras fórmulas de externalización empresarial50. 

Cuarto, el empleo en sectores como el de la fabricación de palas eólicas o paneles foto-
voltaicos lleva aparejado un incremento del número de personas trabajadoras expuestas a 
sustancias peligrosas, como disolventes, resinas, pinturas o adhesivos. La sustitución de 
sustancias nocivas por alternativas menos perjudiciales para el medioambiente, sin evaluar 
previamente sus efectos sobre la salud humana, pone en riesgo al personal, como ya sucedió 
con el reemplazo de los hidroclorofluorocarbonos, dañinos para la capa de ozono, por los 
clorofluorocarbonos, incrementando el riesgo de exposición a carcinógenos y la probabilidad 
de incendios51.

El Marco estratégico de la Unión Europea en materia de salud y seguridad en el trabajo 
2021-2027 ha fijado nuevos límites y la revisión de los existentes frente a la exposición a 
ciertas sustancias, varias de ellas utilizadas con frecuencia en actividades orientadas a la 
sostenibilidad, como la producción de baterías52.

Quinto, las nuevas tecnologías, la robotización, la utilización de sustancias químicas, nano-
tecnologías, etc., traen consigo riesgos emergentes para la salud y la seguridad de los traba-
jadores. En algunos sectores se podría subestimar la existencia de los riesgos o rebajar las 
medidas de protección bajo la suposición errónea de que una menor huella ambiental del 
producto o actividad implica, automáticamente, una reducción proporcional de los riesgos 
relacionados con la exposición y la manipulación. La Agencia Europea para la Seguridad y 
la Salud en el Trabajo ha creado listas de verificación relacionadas con tecnologías verdes a 
efectos de ayudar a identificar los eventuales riesgos para el personal53. Las listas de compro-
bación —como en pequeñas instalaciones de energía solar, en edificios verdes o en energía 
eólica— contienen herramientas de gestión de riesgos diseñadas para facilitar la selección 
de las medidas preventivas.

50	 Igartua Miró, María Teresa «Prevención de riesgos laborales y cambio climático», en Revista de 
Trabajo y Seguridad Social, CEF, núm. 469, 2022, pág. 78.

51	 ISTAS «Los empleos verdes y la salud laboral. Una aproximación a los riesgos ocupacionales en 
el marco una economía circular y descarbonizada», Instituto Sindical de Trabajo, Ambiente y Salud 
(ISTAS), 2019, pág. 22. 

52	 Igartua Miró, María Teresa «Transición ecológica: riesgos emergentes y nuevos desafíos preven-
tivos en salud laboral», en Lex Social, Revista de Derechos Sociales, Vol. 14, núm. 2, 2024, pág. 7. 

53	 UGT «Cuadernillo informativo de PRL. Empleos verdes y prevención de riesgos laborales», UGT, 
2024, págs. 36 y 37. 
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La nanotecnología se dedica al uso de la materia en una escala atómica y molecular para 
fines industriales. La manipulación de la materia a escala nanométrica tiene el potencial de 
aplicaciones novedosas en los sectores verdes, como los revestimientos basados en nano-
partículas para plantas solares térmicas o los nanotubos de carbono en el campo de la ener-
gía eólica. Las propiedades fisicoquímicas de las nanopartículas influyen en su interacción 
con las células diana y pueden causar efectos tóxicos como inflamación y muerte celular54. 
El principio de precaución adquiere mayor importancia a medida que aumenta la toxicidad de 
los nanomateriales y el nivel de exposición esperado. Por ejemplo, el riesgo será más elevado 
cuando se inhalan los nanomateriales (operaciones de nebulización o tareas de mecaniza-
ción) o son absorbidos por vía dérmica (como en la manipulación de soluciones líquidas que 
contengan nanomateriales). 

En este sentido, se ha realizar una evaluación previa en relación con cualquier tecnología, 
producto y proceso nuevo en su fase de desarrollo, teniendo en cuenta todo su ciclo de vida 
cradle to cradle (de principio a principio), incluyendo la fabricación, el transporte, la instala-
ción, el funcionamiento, el mantenimiento, el desmantelamiento, el tratamiento de residuos y 
la reutilización posterior55. 

Sexto, la eco-ansiedad se refiere a las reacciones emocionales negativas ante la crisis 
medioambiental y la degradación del medioambiente, tanto si se experimentan directamente 
sus efectos como si no. Ahora bien, también se reconoce como un riesgo emergente y un 
problema de seguridad y salud en el trabajo que afecta al bienestar psicológico de la mano 
de obra56. 

En fin, la mejora de la capacidad de los responsables en materia de prevención de riesgos 
requiere disponer de datos, herramientas de modelización e indicadores climáticos de alta 
calidad y fácilmente comprensibles para una toma de decisiones con conocimiento de causa 
sobre cuestiones que van desde la planificación a largo plazo hasta los sistemas de alerta 
temprana. La actualización de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales resulta imprescin-
dible para incorporar aspectos transversales como la sostenibilidad, el enfoque de género, 
la atención a la diversidad y los desafíos derivados de la digitalización57. Esta revisión debe 
incluir, además, la redefinición de determinados conceptos clave, integrando cuestiones rela-
cionadas con la transición ecológica, así como una mayor conexión entre el entorno laboral 
interno y el contexto ambiental externo. 

54	 INNST «Riesgos derivados de la exposición a nanomateriales en el sector textil», Instituto Nacional 
de Seguridad y Salud en el Trabajo, 2020, pág. 19. 

55	 Salamanca Galvis, Viviana «Empleos verdes y transición laboral: ¿riesgos emergentes en SST?», 
en Revista Protección y Seguridad, núm. 405, 2022, pág. 56.

56	 EU-OSHA «Eco-anxiety and its implications for occupational safety and health EU-OSHA», Agencia 
Europea para la Seguridad y la Salud en el Trabajo, 2025, pág. 1. 

57	 Igartua Miró, María Teresa «Transición ecológica: riesgos emergentes y nuevos desafíos preven-
tivos en salud laboral», cit., pág. 8. 
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